
El siguiente es el documento presentado por la Magistrada Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Corporación.
Providencia:


Auto – Decide apelación que deniega medidas cautelares - 07 de octubre de 2016
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Proceso:



Declarativo - Rendición provocada de cuentas

Magistrado Ponente:

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

Tema:



PROCESO DECLARATIVO / RENDICIÓN PROVOCADA DE CUENTAS / AUTO QUE DENIEGA MEDIDAS PREVIAS / LAS PRETENSIONES NO VERSAN SOBRE EL DOMINIO / NO OPERA LA INSCRIPCIÓN DE LA DEMANDA / CONFIRMA / “De acuerdo con el artículo 379 del CGP, el proceso de rendición provocada de cuentas está integrado por dos etapas. La primera tiene como fin establecer si el demandado está en la obligación de exhibir las que se le reclaman y la segunda, de resultar aquel aspecto afirmativo, establecer el monto del saldo que resulte a cargo o a favor de quien las rindió. Es decir, su naturaleza es declarativa.”

(…)

“… en este caso no procede la  inscripción de la demanda en los folios de matrícula inmobiliaria correspondientes a los predios denunciados como de propiedad del demandado, en razón a que las pretensiones no versan sobre el dominio ni sobre algún otro derecho real principal, en forma directa o como consecuencia de otra pretensión, ni sobre una universalidad de bienes.

Tampoco pretende la accionante, como lo afirma al sustentar la apelación, se le indemnicen los perjuicios causados con motivo de una responsabilidad civil contractual o extracontractual, sino que se le rindan cuentas de una administración, con el fin de establecer el saldo a su favor.

De otro lado, el embargo y secuestro de bienes lo consagra el artículo a que se alude, pero cuando opera la inscripción de la demanda, en los casos permitidos, y una vez obtiene el actor sentencia favorable.

De esa manera las cosas, se concluye que frente a pretensiones como aquellas que se plantean en la demanda, no proceden las medidas previas solicitadas.”

-------------------------------------------------------------------------
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA UNITARIA CIVIL - FAMILIA

Magistrada :  Claudia María Arcila Ríos

Pereira, octubre siete (7) de dos mil dieciséis (2016) 
Radicación: 66001-31-03-004-2016-00316-01 

Decide la Sala el recurso de apelación que interpuso la señora María Helena Hoyos Henao contra el auto proferido por el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira, el pasado 6 de septiembre, en el proceso sobre rendición de cuentas que instauró la impugnante contra el señor Hely Aristizábal Mejía.

A N T E C E D E N T  E S

1.- Con la acción instaurada pretende la demandante se ordene al demandado, en su condición de apoderado general y administrador de sus bienes, rendirle cuentas sobre el manejo que de ellos hizo.

En el escrito por medio del cual la formuló, solicitó como medidas cautelares, la inscripción de la demanda en los folios de matrícula correspondientes a de varios inmuebles denunciados como de propiedad del demandado y oficiar para tal efecto, a las Oficinas de Registro de Instrumentos Públicos respectivas. También, el embargo y secuestro “o el REMANENTE” de unas acciones que tiene el mismo señor en la empresa ECOPETROL S.A.; los cánones de arrendamiento que le produce un inmueble y las rentas que percibe de la administración de un edificio; para su perfeccionamiento, pidió se oficiara al Juzgado Primero de Familia de Pereira, con el fin de que los pusiera a disposición del Juzgado en caso de desembargo.
2.- El 6 de septiembre del año en curso se admitió la demanda y se negaron las medidas cautelares solicitadas porque “…no se ciñen a lo establecido en los artículos 590 y 592 del Código General del Proceso”. 

3.- Contra la última decisión, el apoderado de la parte demandante interpuso recurso de reposición y en subsidio el de apelación. Argumentó que la jueza de primera instancia negó las medidas sin motivar la decisión; no explicó la razón por la que su petición no se ciñe a las normas arriba citadas y así lo dejó en el limbo jurídico     “respeto a su interés de asegurar bienes que figuren a nombre del demandado para asegurar las resultas favorables del proceso”. Adujo que se está frente a un proceso declarativo de acuerdo con el artículo 368 del CGP, pero con normas especiales de procedimiento que consagra el artículo 379; que el 590 autoriza medidas previas en esos procesos declarativos; transcribe el literal b) numeral 1º de la última disposición y concluye, después de resumir los hechos en que sustenta sus pretensiones, que el demandado le causó graves perjuicios a la demandante, “los cuales se reclaman en este proceso” y que con las medidas previas pretende asegurar el resultado de la sentencia favorable y evitar que el demandado se insolvente para evitar el pago de “perjuicios y derechos a la demandante”. Solicita se revoque el auto impugnado y se decreten las medidas cautelares que pidió.
4.- Por auto del 16 de septiembre pasado, el Juzgado Cuarto Civil del Circuito local se mantuvo en su decisión y concedió el recurso interpuesto en forma subsidiaria. Adujo que el proceso de rendición de cuentas tiene trámite especial y por tanto, no es necesario agotar, como requisito de procedibilidad, la audiencia extrajudicial de conciliación, “entonces no hay lugar a solicitar el decreto de medidas cautelares para obviar ese requisito”. Agregó que en el presente caso no se está solicitando el pago de perjuicios, sino demostrar que el demandado está obligado a rendir cuentas y que de estarlo “…dicha situación presta mérito ejecutivo”. 

5.- Dentro del término oportuno, el abogado que representa a la demandante agregó nuevos argumentos a su impugnación. Insistió en que la jueza de primera instancia negó las medidas cautelares por él solicitadas “sin ningún considerando o análisis de fondo y sin fundamento legal”; que no existe en el ordenamiento jurídico norma alguna que prohíba el decreto de cautelas para los procesos declarativos que no requieran de la conciliación extrajudicial como requisito de procedibilidad; olvidó la a quo el contenido del parágrafo 1 del artículo 590 del Código General del Proceso que de manera clara establece que en todo proceso y ante cualquier jurisdicción se pueden solicitar medidas cautelares “incluso como previas con la presentación de la demanda como lo ordena el numeral 1º de ese mismo artículo”; que la presente acción tiene contenido económico porque se fundamenta en una relación contractual entre la actora y el accionado, en el que se persigue que el último le rinda cuentas en relación con la administración de sus bienes “pues en ello están los perjuicios tanto de lucro cesante como de daño emergente, en tanto los bienes de la demandante fueron dilapidados por el demandado”; la Corte Constitucional, en sentencia C-981 de 2002, explicó el objeto de los procesos de rendición de cuentas dejando claro que son declarativos “…por ello susceptible de decretar las medidas cautelares solicitadas con la demanda, tanto de inscripción de la demanda como de embargo y secuestro de bienes muebles”. Pidió revocar el “resuelve tercero” del aludido auto. 

C O N S I D E R A C I O N E S

1.- Corresponde a esta Sala determinar si procede el decreto de las medidas cautelares solicitadas por el accionante, en este proceso de rendición provocada de cuentas. 

2.- Por medio de un proceso de esa naturaleza se busca obtener de  otro la exhibición del resultado de una gestión que realizó en interés de quien las reclama o que sea este quien pida le sean recibidas, cuando administró bienes de aquel a quien se le ofrecen.

3.- De acuerdo con el artículo 379 del CGP, el proceso de rendición provocada de cuentas está integrado por dos etapas. La primera tiene como fin establecer si el demandado está en la obligación de exhibir las que se le reclaman y la segunda, de resultar aquel aspecto afirmativo, establecer el monto del saldo que resulte a cargo o a favor de quien las rindió. Es decir, su naturaleza es declarativa.
4.- El artículo 590 del CGP dice en su parte pertinente:

“En los procesos declarativos se aplicarán las siguientes reglas para la solicitud, decreto, práctica, modificación, sustitución o revocatoria de las medidas cautelares:

1.- Desde la presentación de la demanda, a petición del demandante, el juez podrá decretar las siguientes medidas cautelares:

a.- La inscripción de la demanda sobre bienes sujetos a registro y el secuestro de los demás cuando la demanda verse sobre dominio u otro derecho real principal, directamente o como consecuencia de una pretensión distinta o en subsidio de otra, o sobre una universalidad de bienes.
Si la sentencia de primera instancia es favorable al demandante, a petición de este el juez ordenará el secuestro de los bienes objeto del proceso.

…

b.- La inscripción de la demanda sobre bienes sujetos a registro que sean de propiedad del demandado, cuando en el proceso se persiga el pago de perjuicios provenientes de responsabilidad civil contractual o extracontractual.

Si la sentencia de primera instancia es favorable al demandante, a petición de este el juez ordenará el embargo y secuestro de los bienes afectados con la inscripción de la demanda, y de los que se denuncien como de propiedad del demandado…”
De acuerdo con esa disposición, en este caso no procede la  inscripción de la demanda en los folios de matrícula inmobiliaria correspondientes a los predios denunciados como de propiedad del demandado, en razón a que las pretensiones no versan sobre el dominio ni sobre algún otro derecho real principal, en forma directa o como consecuencia de otra pretensión, ni sobre una universalidad de bienes.

Tampoco pretende la accionante, como lo afirma al sustentar la apelación, se le indemnicen los perjuicios causados con motivo de una responsabilidad civil contractual o extracontractual, sino que se le rindan cuentas de una administración, con el fin de establecer el saldo a su favor.
De otro lado, el embargo y secuestro de bienes lo consagra el artículo a que se alude, pero cuando opera la inscripción de la demanda, en los casos permitidos, y una vez obtiene el actor sentencia favorable.

De esa manera las cosas, se concluye que frente a pretensiones como aquellas que se plantean en la demanda, no proceden las medidas previas solicitadas.

5.- Para la Sala no tienen acogida los argumentos del recurrente, por las razones ya expuestas y porque la mera circunstancia de que en últimas pretenda la actora obtener una condena de carácter económico, no justifica acceder a las medidas previas que solicitó, mientras no exista texto legal que lo permita.

La circunstancia de que las cuentas se exijan con fundamento en un poder general que otorgó la actora al accionado, no significa que se esté frente a un proceso de responsabilidad civil; tampoco se reclama el pago de perjuicios y por ende, no se impondrán al demandado condenas por daño emergente o lucro cesante; de accederse a las pretensiones, se fijará el salo a su cargo.
6.- En consecuencia, tuvo razón el juzgado de primera sede al negar las medidas solicitadas por la parte actora, pues so pretexto de asegurar la ejecución de una eventual sentencia favorable, ante la ausencia de norma que las autorice, el juez no puede decretarlas. 
7.- Se confirmará entonces el ordinal tercero del  auto apelado, sin que haya lugar a imponer condena en costas, porque aún no se ha trabado la litis y por ende, no se causaron.

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior de Pereira, en Sala Unitaria Civil Familia, 

R E S U E L V E   :

1º.- Confirmar el ordinal tercero del auto proferido por el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira, el pasado 6 de septiembre, en el proceso sobre rendición de cuentas que instauró María Helena Hoyos Henao contra el señor Hely Aristizábal Mejía.

2º.- Sin costas.
Notifíquese, 

La Magistrada,





CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS 





LA PROVIDENCIA ANTERIOR 


SE NOTIFICA POR ESTADO DEL DÍA 








JAÍR DE JESÚS HENAO MOLINA


S E C R E T A R I O
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